D-2642/11-12
PROYECTO DE LEY

El Senado y la Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires Sancionan con fuerza de 

Ley

ARTÍCULO 1º: Se incorpora como artículo 48 bis de la Ley 11.653 el siguiente texto:

Artículo 48 bis: Intereses: En todos los procesos regidos por la presente ley se aplicarán, desde la fecha de inicio de la demanda y hasta el efectivo pago, los intereses que cobra el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus operaciones ordinarias de descuento de documentos comerciales (tasa activa).

ARTÍCULO 2: Disposición transitoria: Los intereses previstos en el artículo anterior se aplicarán también a los procesos en trámite, en los que tales réditos comenzarán a devengarse desde la entrada en vigencia de la presente ley, pudiendo el Tribunal fijar intereses distintos para el período anterior.

        ARTICULO 3: Comuníquese al Poder Ejecutivo.-

FUNDAMENTOS

Que la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha establecido reiteradamente que el trabajador es sujeto preferente de protección constitucional (conf. "Vizzoti, Carlos Alberto c/ Amsa S.A.", sent. del 14/9/2004; "Aquino, Isacio c/ Cargo Servicios Industriales S.A.", sent. Del 21/9/2004; entre otros).

Que el art. 14 bis de la Constitución Nacional establece que "el trabajo en sus diversas formas gozará de la protección de las leyes, las que asegurarán" ... "retribución justa" ... y "protección contra el despido arbitrario".

Que, por su parte, el art. 15 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires asegura la tutela judicial continua y efectiva, en tanto que su art. 39, inc. 3 consagra en materia laboral los principios de justicia social, indemnidad y progresividad.

Que, además, el art. 17 de la Constitución Nacional establece el carácter de inviolable de la propiedad y lo propio hace el art. 31 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, en tanto que el art. 10 de ésta última garantiza -en el ámbito local- el derecho perfecto de todo habitante de defender y de ser protegidos en su propiedad.

Que -asimismo- "sostener que el trabajador es sujeto de preferente atención constitucional no es conclusión sólo impuesta por el art. 14 bis, sino por el renovado ritmo universal que representa el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, que cuenta con jerarquía constitucional a partir de la reforma constitucional de 1994 (Constitución Nacional, art. 75, inc. 22). Son pruebas elocuentes de ello la Declaración Universal de Derechos Humanos (arts. 23/25), la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (art. XIV), (y) el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (arts. 6 y 7)..." (Vizzoti, Carlos Alberto c/ Amsa S.A.", considerando 10).

Que, además, "resulta claro que el hombre no debe ser objeto de mercado alguno, sino señor de todos éstos, los cuales sólo encuentran sentido y validez si tributan a la realización de los derechos de aquél y del bien común. De ahí que no debe ser el mercado el que someta a sus reglas y pretensiones las medidas del hombre ni los contenidos y alcances de los derechos humanos. Por el contrario, es el mercado el que debe adaptarse a los moldes fundamentales que representan la Constitución Nacional y el Derecho Internacional de los Derechos Humanos de jerarquía constitucional, bajo pena de caer en la ilegalidad." (Vizzoti, Carlos Alberto c/ Amsa S.A.", considerando 11).

  Que cuando un trabajador se ve obligado a promover acciones judiciales para lograr la percepción de cualquier crédito de naturaleza laboral, la aplicación sobre ese crédito de la tasa de interés que paga el Banco de la Provincia de Buenos Aires, no resulta eficaz a los fines de respetar los principios constitucionales ut supra enunciados.

Que, como es sabido, la tasa pasiva del Banco de la Provincia de Buenos Aires resulta siempre inferior al aumento del costo de vida y -por tanto- su aplicación implica un envilecimiento del crédito del trabajador, envilecimiento éste que aumenta progresivamente cuanto mayor sea el tiempo que dure el proceso judicial. La aplicación de la tasa pasiva entonces no asegura la tutela judicial continua y efectiva del trabajador y atenta contra los principios protectorio, de justicia social, indemnidad y progresividad (arts. 14 bis de la Constitución Nacional y 15 y 39 inc. 3 de la Constitución Provincial).

Que con la aplicación de la tasa pasiva, el trabajador, cuando ha tenido que promover acciones judiciales, se ve obligado a soportar el envilecimiento progresivo de su crédito (que es siempre de carácter alimentario) por circunstancias que le son totalmente ajenas, como el tiempo que durará el proceso judicial, circunstancias éstas que muchas veces, incluso, son provocadas por los propios demandados, obteniendo así una financiación espuria y en enriquecimiento indebido.-

Que la tasa activa es la más apropiada para su aplicación a los créditos judiciales, ya que equivale, al menos aproximadamente, al costo que el acreedor impago debería afrontar para obtener, en el momento del vencimiento de la obligación, el monto que el deudor moroso hubiese retenido, a la vez que pone en cabeza del deudor la responsabilidad por el resarcimiento de aquél costo, sea este real o equivalente en términos de postergación de consumos o privaciones en que el acreedor hubiese debido incurrir para hacer frente a la falta de pago oportuno de su crédito (CNATr., Acta Nº 2357 del 7/5/2002).

Que, asimismo, una tasa de interés que se encuentra por debajo de los índices inflacionarios no sólo no repara al acreedor sino que beneficia al deudor que dilata el pago de la deuda, en tanto que, durante el trámite del proceso, obtiene una financiación a un precio marcadamente inferior al que tendría que pagar en el mercado. La aplicación de la tasa pasiva alienta a no pagar, incluso, a quienes cuentan con el capital para hacerlo, ya que el deudor podrá colocar ese dinero a plazo fijo obteniendo así una ganancia que será mayor a los intereses que se devenguen a favor de su acreedor, en tanto que en el plazo fijo los intereses se capitalizan en cada renovación, lo que no ocurrirá en el sistema judicial.

Que con la aplicación de la tasa pasiva es el acreedor quien, en definitiva, financia la ganancia de su deudor con su propia postergación. El que deba pagar no tendrá ningún incentivo en hacerlo a tiempo, ni mucho menos en acortar la duración del juicio, lapso durante el cual hace un mejor negocio con su morosidad. Esa situación se refleja entonces en el índice de litigiosidad, desalienta la conciliación prejudicial o judicial y provoca la saturación de los recursos de la justicia. Las consecuencias desfavorables que se ocasionan a quien reclama por un daño injusto se expanden así a la comunidad en general.

Que la fijación por parte del Poder Legislativo de la Provincia de Buenos Aires de una tasa de interés a devengarse durante todo el tiempo que dure el proceso judicial que se sustancie en el ámbito local, no se contrapone con disposición alguna de la Constitución Nacional, en tanto que se trata de una norma de procedimiento y por tanto comprendida en la órbita de las facultades no delegadas por la Provincia a la Nación (arts. 5 y 75 inc. 12 de la Constitución Nacional y art. 1 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires).

Que, el art. 5 de la Constitución Nacional reconoce la facultad de las provincias de organizar y asegurar su administración de justicia y es dentro de esas atribuciones que a la Provincia de Buenos Aires le compete fijar el costo que para el deudor de un crédito laboral tendrá la tramitación del juicio que el trabajador se haya visto obligado a promover.

Que en el mismo sentido se orienta el art. 75 inc. 12 de la Carta Magna, en tanto que establece que la atribución del Poder Legislativo Nacional de dictar los códigos de fondo se ejercerá, "sin que tales códigos alteren las jurisdicciones locales, correspondiendo su aplicación a los tribunales federales o provinciales, según que las cosas o las personas cayeren bajo sus respectivas jurisdicciones."

Que, sin perjuicio de lo expuesto en los tres párrafos anteriores, a todo evento, es menester destacar que una ley que establezca la aplicación de determinados intereses en el ámbito local no se contrapone con disposición alguna de órden nacional, en tanto que, cuando los intereses no han sido pactados ni se encuentran legalmente establecidos (como sucede en materia laboral) rige el art. 622 del Código Civil que, como se sabe, deja librada al criterio judicial la determinación de los intereses. En consonancia con lo expuesto se ha pronunciado incluso la Corte Suprema de Justicia de la Nación (in re, "Banco Sudameris S.A. c/ Belcam S.A. y otro", sentencia del 17/5/1994), dejando librada a la discrecionalidad de los Jueces la determinación de los intereses aplicables.

Que siguiendo esa línea de pensamiento, si la aplicación de los intereses queda librada al criterio de los Jueces locales, no puede desconocerse la atribución del Poder Legislativo Provincial de fijar pautas que determinen el criterio a seguir, las que luego deberán ser aplicadas por el Poder Judicial, en tanto que a aquél le incumbe "dictar todas las leyes necesarias ... para todo asunto de interés público y general de la Provincia, cuya naturaleza y objeto no corresponda privativamente a los poderes nacionales." (art. 103 inc. 13 de la Constitución Provincial).

Que, asimismo, se reitera que al revestir carácter procesal una norma que fija el importe de los intereses durante la tramitación de todo juicio laboral en el ámbito local, no se vulnera con su sanción ninguna disposición del órden nacional  (conf. arts. 5 y 75 inc. 12 de la Constitución Nacional y art. 1 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires), en tanto que la Provincia de Buenos Aires se encuentra plenamente facultada para fijar el costo que para el deudor de un crédito laboral tendrá la tramitación del juicio que el trabajador se haya visto obligado a promover.

Que por lo expuesto hasta aquí, ese costo no puede ser jamás inferior a la tasa que cobra el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus operaciones de descuento.

